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Señor Presidente, 
Señores Jueces, 

1. Este asunto es el cuarto de los que im­
pugnan ante el Tribunal de Justicia una de­
cisión de denegación de admisión a con­
curso adoptada por el tribunal del concurso 
interno CC/A/8 /85 , organizado por el Tri­
bunal de Cuentas. En este sentido me remito 
tanto al informe para la vista del presente 
asunto como a las sentencias del Tribunal 
de Justicia de 23 de octubre de 1986 en los 
asuntos 321," 322 y 323/85.2 

En esencia, el demandante, Sr. Henri Mau­
rissen, considera que las dos decisiones adop­
tadas sucesivamente por el tribunal del con­
curso el 2 de agosto de 1985, y posterior­
mente, el 28 de octubre del mismo año, a la 
vista de las observaciones complementarias 
que había presentado en respuesta a la invi­
tación en tal sentido que aparecía en la 
carta del presidente del tribunal del con­
curso de 12 de agosto de 1985, incurren con 
arreglo al punto IV, apartado 1, letra b), de 
la convocatoria, en un error manifiesto en la 
apreciación de su experiencia profesional 
adquirida entre 1976 y 1983 en la empresa 
IBM, primero como «financial analyst asso­
ciate» y posteriormente como «productivity 
project analyst». 

El Tribunal de Cuentas afirma, básicamente, 
en su defensa que los documentos presenta­

dos en un principio por el demandante no 
permitían determinar ni el nivel del empleo 
de «financial analyst associate» ni la dura­
ción del de «productivity project analyst». 
En cuanto a los presentados en apoyo de las 
observaciones complementarias, el Tribunal 
de Cuentas mantiene que no eran admisibles 
y que, en todo caso, no acreditaban la dura­
ción exacta de la experiencia profesional del 
interesado en una actividad correspondiente 
al nivel universitario exigido. 

2. Se plantean dos preguntas. ¿Podía el tri­
bunal del concurso negarse a tomar en con­
sideración los documentos presentados por 
el Sr. Maurissen en apoyo de sus observa­
ciones? En caso negativo, ¿dichos documen­
tos permitían al tribunal del concurso apre­
ciar si las funciones antes mencionadas ejer­
cidas en la empresa IBM fueron del nivel y 
de la duración, estimada en tres años por el 
tribunal del concurso, exigidos para permi­
tirle afirmar que contaba con una «experien­
cia profesional equivalente», en el sentido 
del punto IV, apartado 1, letra b), de la 
convocatoria? 

3. Como este Tribunal de Justicia ha recor­
dado en una de las dos sentencias mencio­
nadas de 23 de octubre de 1986 (asunto 
321/85): 

«El deber de diligencia de la administración 
para con sus agentes, exigible igualmente al 
tribunal de un concurso, refleja el equilibrio 
entre los derechos y las obligaciones recí­
procas que el Estatuto ha establecido en las 
relaciones entre la autoridad pública y los 
agentes del servicio público» (traducción pro­
visional). 

* Traducido del francés. 
1 — Sentencia de 23 de octubre de 1986, Hanmut Schwiering/ 

Tribunal de Cuentas, Rec. 1986, p. 3199. 
2 — Sentencia de 23 de octubre de 1986, Volker Hoyer y Man­

fred Neumann/Tribunal de Cuentas, Rec. 1986, p. 3215. 
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Y ha especificado que: 

«Dicho deber, al igual que el principio de 
buena administración, implica principal­
mente que, al resolver acerca de la situación 
de un funcionario, la autoridad debe tomar 
en consideración la totalidad de los elemen­
tos que puedan determinar su decisión, ya 
que, al hacerlo, tendrá en cuenta no sólo el 
interés del servicio, sino también el del fun­
cionario interesado» (apartado 18) (traduc­
ción provisional). 

Además, el Tribunal de Justicia desaprobó 
aquella decisión adoptada contra el Sr. 
Schwiering debido a que el tribunal del con­
curso no había aplicado en favor del de­
mandante, lo dispuesto en el párrafo 2 del 
artículo 2, del anexo III del Estatuto, rela­
tivo al procedimiento de concurso, según el 
cual los candidatos «deberán presentar los 
documentos o informaciones complementa­
rias que se les requieran». 

En el presente asunto, y refiriéndose expre­
samente a esta disposición, el propio tribu­
nal del concurso invitó al Sr. Maurissen a 
presentar sus «eventuales observaciones 
complementarias», que pudieran permitir, en 
su caso, al Tribunal reconsiderar su decisión 
de 2 de agosto de 1985, informando al de­

mandante de que no podía presentar docu­
mentos suplementarios para su examen. 

4. Considero que tal restricción es contraria 
al deber de diligencia, sobre todo tratándose 
de un concurso interno en el que sólo parti­
cipaba un número restringido de candidatos. 
Por lo tanto, el tribunal del concurso no po­
día, por el hecho de que no hubieran sido 
entregados en un principio, negarse a tomar 
en consideración los documentos presenta­
dos en apoyo de las observaciones que él 
mismo había solicitado. 

En su carta de 28 de octubre de 1985, el 
tribunal del concurso declaraba que la expe­
riencia adquirida por el Sr. Maurissen en sus 
funciones de «financial analyst associate» 
habría podido ser considerada, al igual que 
la de «productivity project analyst», como 
una experiencia del tipo de la exigida por el 
punto IV, apartado 1, letra b), de la convo­
catoria. 

Es evidente, por tanto, que el punto contro­
vertido ya no era el nivel de la experiencia 
profesional a tomar en consideración, sino 
ùnicamente su duración. Por otro lado, 
nunca se ha cuestionado que el Sr. Mauris­
sen hubiera ejercido desde 1976 hasta 1983 
las funciones sucesivas mencionadas. Esta 
duración es indudablemente superior a la de 
tres años, considerada suficiente por el pro­
pio tribunal del concurso. 

5. P o r t odo ello se deduce que el tribunal del concurso disponía de toda la infor­
mac ión necesaria para permitirle apreciar si el demandan te reunía las condiciones 
pa ra ser admit ido al mismo. P o r lo t an to , considero que las decisiones adoptadas 
incumplen el deber de diligencia e incurren en e r ror manifiesto. Po r consiguiente, 
p r o p o n g o que sean anuladas y que las costas del proceso corran íntegramente a 
ca rgo de la institución demandada . 
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